
 
 

www.civil-mercantil.com  
              

BASE DE DATOS DE   
Referencia: NCJ063758 
TRIBUNAL SUPREMO 
Sentencia 40/2019, de 22 de enero de 2019 
Sala de lo Civil 
Rec. n.º 470/2016 
 
SUMARIO: 
 

Planes de pensiones. Deberes de información de las entidades comercializadoras o gestoras. 
Riesgos para el cobro de la prestación por el beneficiario una vez producida la contingencia de la 
jubilación. La cuestión jurídica que se plantea versa sobre los deberes de transparencia e información a 
los partícipes de un plan de pensiones individual promovido por una entidad financiera acerca de las 
características y riesgos de las diferentes modalidades de percepción de las prestaciones una vez producida 
la contingencia de la jubilación. El razonamiento de la sentencia recurrida, que desestima la demanda, parte 
de la extinción de la relación jurídica entre las demandadas (promotora-comercializadora y gestora-
administradora del fondo) y el partícipe en el plan y causante de las demandantes, una vez que este último 
optó por la «renta garantizada por una entidad aseguradora», única entidad con la que a partir de ese 
momento habría pasado a tener una relación jurídica, la de seguro. La sala considera que la documentación 
suscrita por el causante no resulta por sí sola una información «adecuada» sobre las características de las 
opciones de cobro del plan, sin que las demandadas hayan intentado justificar de otro modo que le 
informaran y explicaran sobre el riesgo de la modalidad por la que optó. En particular, en la documentación 
suscrita no consta de manera expresa que el derecho a cobrar la renta garantizada se extinguiera si fallecían 
él y su esposa. No es razonable esperar que una persona que no sea experta en planes de pensiones deba 
deducir por sí misma, a partir de la información suministrada, las consecuencias del fallecimiento del 
beneficiario antes del plazo de 15 años previsto contractualmente para la denominada «renta asegurada». 
En particular, es preciso que se le advierta por parte de la comercializadora y la gestora que, si al día 
siguiente de optar por la modalidad de cobro de renta asegurada durante quince años, fallecen en un 
accidente el beneficiario y la persona -en el caso, su cónyuge- a favor de quien se ha establecido la 
reversión, se extingue el derecho al cobro de la renta, es decir, la prestación propia del plan. Sin una 
información adecuada, la firma de «conformidad» del partícipe del plan a la comunicación enviada por la 
gestora, no puede ser valorada como expresión de su consentimiento para la adhesión al seguro colectivo 
concertado por la promotora ni por tanto es eficaz para modificar las condiciones de la opción realizada por 
una renta garantizada durante quince años. En consecuencia, no hubo extinción de las obligaciones 
asumidas por la comercializadora y la gestora del plan de pensiones ni las mismas podían exonerarse de 
su cumplimiento mediante la invocación del contrato de seguro que ellas habían concertado con un tercero. 

 
PRECEPTOS: 
 

Ley 50/1980 (LCS), arts. 3 y 83. 
Ley 1/2000 (LEC), art. 477.2.3.º. 
Código Civil, arts. 1.203, 1.205 y 1.257. 
RD 304/2004 (por el que se aprueba el Reglamento de planes y fondos de pensiones), arts. 10.1 b), 12.4 y 
5 y 48.5. 
Ley 26/1984 (LGDCU), arts. 2, 7 y 10. 
RDLeg. 1/2007 (TRLGDCU), arts. 61 y ss. 
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http://www.civil-mercantil.com/
https://www.facebook.com/CEFCivilMercantil/
https://twitter.com/CivilMercantil
https://www.linkedin.com/showcase/5096975/
https://www.youtube.com/user/videoscef
https://www.instagram.com/estudioscef/
http://www.normacef.com/


 
 

www.civil-mercantil.com  
              

 
 D. Francisco Marín Castán, presidente 
 D. Antonio Salas Carceller 
 D. Francisco Javier Arroyo Fiestas 
 D. Francisco Javier Orduña Moreno 
 D. Rafael Sarazá Jimena 
 D. Eduardo Baena Ruiz 
 D. Pedro José Vela Torres 
 D.ª M. Ángeles Parra Lucán 
 
 En Madrid, a 22 de enero de 2019. 
 
 Esta sala ha visto el recurso de casación interpuesto por D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª Noelia, 
representadas por el procurador D. Ramiro Reynolds Martínez bajo la dirección letrada de D. Fernando Pozo Remiro, 
contra la sentencia n.º 366 dictada en fecha 21 de septiembre de 2015 por la Sección 5.ª de la Audiencia Provincial 
de Zaragoza en el recurso de apelación n.º 81/2015 dimanante de las actuaciones de juicio ordinario n.º 1021/2013 
del Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de Zaragoza. Ha sido parte recurrida Ibercaja Banco S.A. e Ibercaja Pensión 
Entidad Gestora de Fondos de Pensiones S.A.U., representadas por el procurador D. Valentín Ganuza Férreo y bajo 
la dirección letrada de D.ª Irene Belén Franco García la primera de ellas y de D. José Manuel Bolea Fernández-
Pujol la segunda. 
 
 Ha sido ponente la Excma. Sra. D.ª M. Ángeles Parra Lucán. 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 Primero. Tramitación en primera instancia. 
 
 1.- D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª Noelia interpusieron demanda de juicio ordinario contra la entidad de 
crédito Ibercaja Banco S.A. (como sucesora de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Zaragoza, Aragón y Rioja) 
y contra la entidad Gestora de Planes y Fondos de Pensiones Ibercaja Pensión S.A. en la que solicitaban se dictara 
sentencia por la que: 
 
 "1.- Se reconozca el derecho de D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª Noelia a ser beneficiadas por partes iguales 
de las rentas correspondientes a los Planes de Pensiones Ibercaja e Ibercaja III suscritos por D. Eliseo. 
 "2.- En consecuencia con el anterior pronunciamiento, se condene solidariamente a las sociedades 
demandadas al pago de las rentas mensuales devengadas y no satisfechas a razón de 199,06 euros la del Plan de 
Pensiones Ibercaja y de 38,89.- euros, la del Plan de Pensiones Ibercaja III que quedan por vencer hasta la 
finalización de la duración pactada el 1 de julio de 2018. 
 "3.- Se condene a las codemandadas solidariamente al pago de los intereses legales de las cantidades 
dejadas de percibir desde cada una de las fechas de sus respectivos vencimientos hasta su total pago. 
 "4.- Se condene solidariamente a las partes demandadas al pago de la totalidad de las costas procesales 
causadas en este procedimiento". 
 
 2.- La demanda fue presentada el 5 de diciembre de 2013 y repartida al Juzgado de Primera Instancia n.º 7 
de Zaragoza y fue registrada con el n.º 1021/2013. Una vez fue admitida a trámite, se procedió al emplazamiento 
de las partes demandadas. 
 
 3.- Ibercaja Banco S.A. e Ibercaja Pensión Entidad Gestora de Fondos de Pensiones S.A. contestaron a la 
demanda mediante sus respectivos escritos en los que solicitaban la desestimación íntegra de la demanda con 
expresa condena en costas a la parte actora. 
 
 4.- Tras seguirse los trámites correspondientes, el Magistrado-Juez del Juzgado de Primera Instancia n.º 7 
de Zaragoza dictó sentencia de fecha 29 de diciembre de 2014, con el siguiente fallo: 
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 "Estimando la demanda interpuesta por la procuradora D.ª Laura Sánchez Tenías, en nombre y 
representación de Milagros, Mónica y Noelia, contra la comercializadora de Planes y Fondos de Pensiones, la 
entidad de crédito Ibercaja Banco S.A. y la entidad gestora de Planes y Fondos de Pensiones Ibercaja Pensión 
S.A.E.G.F.P., debo: Declarar el derecho de las sras. MónicaMilagrosNoelia a ser beneficiarias por partes iguales de 
las rentas de los Planes de Pensiones Ibercaja I e Ibercaja III suscritos por D. Eliseo, y en consecuencia, condeno 
conjunta y solidariamente a satisfacer a las actoras el pago de las rentas mensuales devengadas y no satisfechas 
a razón de 199,06 ¤ del Plan de Pensiones Ibercaja I y de 38,89 ¤ de Plan de Pensiones Ibercaja III que quedan por 
vencer hasta la finalización de la duración fijada de 1 de julio de 2018, así como al pago de los intereses de las 
cantidades dejadas de percibir desde la fecha de cada uno de sus vencimientos hasta su total pago, y las costas 
del procedimiento". 
 
 Segundo. Tramitación en segunda instancia. 
 
 1.- La sentencia de primera instancia fue recurrida en apelación por la representación de Ibercaja Pensión 
E.G.F.P.S.A. e Ibercaja Banco S.A. en escritos separados. 
 
 2.- La resolución de estos recursos correspondió a la Sección 5.ª de la Audiencia Provincial de Zaragoza, 
que los tramitó con el número de rollo 81/2015 y tras seguir los correspondientes trámites dictó sentencia en fecha 
21 de septiembre de 2015, con el siguiente fallo: 
 
 "Que estimando el recurso de apelación formulado por Ibercaja Banco S.A. y Gestora de Planes y Fondos 
de Pensiones Ibercaja Pensión S.A. contra la sentencia de fecha 29 de diciembre de 2014 dictada por la Ilma. Sra. 
Magistrada-Juez del Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de Zaragoza en los autos de Juicio Ordinario número 
1021/2013, debemos revocar la resolución recurrida, desestimando la demanda entablada por las actoras, 
absolviendo a las demandadas de la totalidad de las acciones ejercitadas con imposición de las costas de la instancia 
a los actores, y sin especial declaración sobre las costas del recurso". 
 
 El Magistrado D. Antonio Luis Pastor Oliver emitió voto particular a la anterior sentencia. 
 
 3.- Por la parte actora se solicitó aclaración de dicha sentencia, no dándose lugar a la misma mediante auto 
de 2 de diciembre de 2015. 
 
 Tercero.- Interposición y tramitación del recurso de casación. 
 
 1.- D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª Noelia interpusieron recurso de casación. 
 
 Los motivos del recurso de casación fueron: 
 
 "Primero.- Infracción legal de las normas aplicables para resolver las cuestiones objeto del proceso por 
inaplicación del artículo 1257 del Código Civil, existencia de interés casacional por vulnerar la sentencia recurrida la 
doctrina legal contenida en las sentencias todas ellas de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 23 de julio de 
1999, de 15 de marzo de 1994, de 11 de octubre de 2005 y 19 de junio de 2006. 
 "Segundo.- Infracción legal de los artículos 1203 y 1205 del Código Civil y de la doctrina legal o 
jurisprudencia del Tribunal Supremo que los interpreta. Existencia de interés casacional por vulnerar la sentencia 
recurrida la doctrina legal en materia de "expromisión": SSTS de 11 de mayo de 1992 y de 13 de febrero de 2009. 
"Tercero.- Fijación de la doctrina legal del Tribunal Supremo en materia de percepción de los derechos consolidados 
por los partícipes de planes y fondos de pensiones". 
 
 2.- Las actuaciones fueron remitidas por la Audiencia Provincial a esta sala, y las partes fueron emplazadas 
para comparecer ante ella. Una vez recibidas las actuaciones en esta sala y personadas ante la misma las partes 
por medio de los procuradores mencionados en el encabezamiento, se dictó auto de fecha 18 de abril de 2018, cuya 
parte dispositiva es como sigue: 
 
 "Admitir el recurso de casación interpuesto por la representación procesal de D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª 
Noelia, contra la sentencia dictada con fecha 21 de septiembre de 2015 por la Audiencia Provincial de Zaragoza, 
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Sección Quinta, en el recurso de apelación n.º 81/2015, dimanante del juicio ordinario n.º 1021/2013 del Juzgado 
de Primera Instancia n.º 7 de Zaragoza". 
 
 3.- Se dio traslado a las partes recurridas para que formalizaran su oposición al recurso de casación, lo que 
hicieron mediante la presentación de los correspondientes escritos. 
 
 4.- Por providencia de 8 de octubre de 2018 se nombró ponente a la que lo es en este trámite y se acordó 
resolver los recursos sin celebración de vista, señalándose para votación y fallo el 6 de noviembre de 2018, en que 
se acordó su suspensión y pase al pleno de la sala del día 12 de diciembre de 2018 en que ha tenido lugar. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 Primero. Antecedentes. 
 
 La cuestión jurídica que se plantea en este recurso versa sobre los deberes de transparencia e información 
a los partícipes de un plan de pensiones individual promovido por una entidad financiera acerca de las características 
y riesgos de las diferentes modalidades de percepción de las prestaciones una vez producida la contingencia de la 
jubilación. 
 El presente recurso de casación trae causa de la demanda de juicio ordinario promovida por tres hermanas 
(D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª Noelia) contra la promotora de planes y fondos de pensiones Ibercaja Banco S.A. y 
contra su gestora, Ibercaja Pensiones S.A. Las demandantes, en su condición de herederas del partícipe en un plan 
y posterior beneficiario, solicitaron que se condenara a las demandadas al pago de las rentas devengadas y no 
satisfechas desde la muerte de su padre quien, llegada su jubilación, había optado por la modalidad de cobro en 
forma de renta asegurada mensual y fija durante quince años y había designado como beneficiaria, para el caso de 
fallecimiento, a su esposa, que falleció antes que él. 
 
 1.- Constituyen hechos necesarios para la comprensión del procedimiento, tal y como recoge la sentencia 
de apelación a partir de la prueba documental, los siguientes: 
 
 "a) En fecha 27 de diciembre de 1994 D. Eliseo, padre de las demandantes, se adhirió al plan individual de 
pensiones denominado "Plan Ibercaja Pensión" (PIP 1), número de registro 74. Con fecha 19 de diciembre de 1997 
lo hizo al denominado "Plan Ibercaja Pensión III" (PIP 3), número de registro 1207. 
 "b) En fecha 26 de mayo de 2003, con motivo de su jubilación, pasa de ser partícipe a ser beneficiario y, 
mediante solicitud escrita firmada en ambos planes, interesa el pago de la prestación en ambos planes, bajo la 
modalidad de renta asegurada mensual y fija durante quince años con reversión del 100% en caso de fallecimiento 
en favor de su esposa (D. Herminia), pendiente de fijar el importe exacto de la renta del hecho de que la entidad 
aseguradora elegida suministrarse a la entidad Gestora del Plan de Pensiones los datos de la póliza. 
 "c) En fecha 29 de agosto de 2003 se le notifica al Sr. Eliseo que se han formalizado ambos planes con la 
compañía de seguros Caser Ahorrovida, S.A. con fecha 26 de agosto de 2003 mediante un contrato de seguro por 
el importe de sus derechos consolidados en los planes que ascendían a 30.323,62 euros en el primero y 5.924,42 
en el segundo, con las características que figuran en los certificados individuales emitidos, siendo tomador de los 
seguros la entidad demandada, ahora Ibercaja Banco, S.A. (entonces Caja de Ahorros y Monte de Piedad de 
Zaragoza, Aragón y La Rioja), como asegurado D. Eliseo, de forma que, si falleciese el asegurado, su esposa, 
percibiría el 100% mensual y constante de los importes aplicados (199,06 euros y otros 38, 39, respectivamente) 
hasta la fecha del vencimiento indicado (01/07/2018). En los contratos (docs. 8 y 9) se refiere, asimismo, 
respectivamente, como "beneficiarios" del seguro a Ibercaja Pensiones, F.P. y a Ibercaja Pensiones III, F.P . 
 "d) Se hizo entrega al beneficiario de los certificados individuales de las pólizas de seguro colectivo de vida 
de las que la entidad gestora era tomadora, n.º NUM000 y NUM001. El contrato con seguros Caser Ahorrovida 
tomaba efecto el 1 de julio de 2003 con vencimiento el 1 de julio de 2018. 
 "e) El 7 de febrero de 2008 fallece la esposa, madre de las demandantes. 
 "f) El 28 de mayo de 2010 fallece el Sr. Eliseo, padre de las demandantes. 
 "g) Con fecha 9 de junio de 2011 las demandantes instan a Ibercaja Banco el pago de las rentas cuyo abono 
había cesado con el fallecimiento del Sr. Eliseo. Mantienen las demandantes que su condición de herederas de sus 
padres y el contenido del condicionado e indicaciones de los Planes de Pensiones suscritos con su padre les legitima 
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para reclamar para sí las prestaciones no satisfechas y, subsidiariamente que se acoja la acción de enriquecimiento 
injusto respecto de los demandados". 
 
 2.- El 5 de diciembre de 2013, las hijas del Sr. Eliseo presentaron una demanda contra Ibercaja Banco S.A. 
y contra la gestora de planes y fondos de pensiones Ibercaja Pensiones S.A. 
 Alegaron que no existía fundamento jurídico para sostener que se extinguió el derecho al cobro de la 
pensión, pues tal extinción no estaba prevista en los reglamentos de los planes de pensiones ni le fue explicada a 
su padre, que les advirtió que la renta de los planes se cobraría hasta 2018. 
 Las demandantes invocaron como primer fundamento de su pretensión los condicionados generales o 
reglamentos de los dos planes de pensiones contratados por el Sr. Eliseo, la Ley de regulación de los planes y 
fondos de pensiones, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, y el Real 
Decreto 304/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de planes y fondos de pensiones. 
Argumentaron, en primer lugar, que conforme al art. 10.1.b) del Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, "en caso 
de fallecimiento del beneficiario, las especificaciones podrán prever la reversión de la renta a otros beneficiarios 
previstos o designados" y que, en el caso, el art. 12 apartados 4 y 5 de los reglamentos de los planes de pensiones 
de Ibercaja expresamente prevén un orden de prelación a favor del cónyuge, hijos, padres del partícipe y, en defecto 
de los anteriores, de los herederos testamentarios o legales. Sostuvieron que, en consecuencia, tras el fallecimiento 
de la inicial beneficiaria sin que se designara otro beneficiario, correspondía a las hijas, como herederas 
testamentarias del partícipe, la condición de beneficiarias. 
 Las demandantes invocaron también los preceptos de la Ley 26/1984, de 19 de julio, general para la defensa 
de los consumidores y usuarios, sobre información precontractual, equilibrio de las prestaciones (arts. 2, 7 y 10), 
claridad de las condiciones generales de los contratos (art. 61 y ss. del texto refundido aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre) y el art. 3 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, del contrato de seguro. 
Argumentaron que las especificaciones de los planes son condiciones generales incorporadas a los contratos y que 
en el caso resultaban oscuras, por lo que su interpretación no podía favorecer a quien había ocasionado la oscuridad 
dando lugar a un desequilibrio de las prestaciones. Añadieron que las cláusulas de los contratos referidas a los 
derechos de los partícipes y los beneficiarios adolecían de falta de claridad, que los contratos ideados por las 
demandadas no respetaban el equilibrio entre las aportaciones realizadas y las prestaciones y que el contrato lo 
que pretendía era la formación de un capital, no la cobertura de un riesgo. 
 Las demandantes afirmaron que, producido el 7 de febrero de 2008 el fallecimiento de la esposa del Sr. 
Eliseo y madre de las demandantes, que había sido designada por aquel como beneficiaria, Ibercaja debió extender 
la condición de beneficiarias a las actoras, herederas de ambos. Añadieron que, en cualquier caso, eso es lo que 
resultaba no solo de la práctica habitual de las pólizas del mercado de previsión individual sino también del propio 
reglamento general del plan de pensiones de las demandadas que, a falta de designación expresa de beneficiarios, 
consideraba como tales a los herederos del partícipe en el fondo, lo que en el caso debía interpretarse en el sentido 
de que eran beneficiarias las hijas, toda vez que la designación de la esposa del Sr. Eliseo como beneficiaria devino 
ineficaz por haber premuerto a su esposo. 
 Argumentaron que la misma solución resultaba de aplicación analógica de las normas de sucesiones, habida 
cuenta de que las relaciones contractuales no habían agotado sus consecuencias económicas, por lo que resultaban 
exigibles por las herederas. 
 
 3.- La parte demandada se opuso alegando que, producida el 26 de mayo de 2003 la contingencia de la 
jubilación del Sr. Eliseo, en la oficina de Ibercaja se le explicaron las modalidades de cobro de las prestaciones y 
que el partícipe optó por el cobro en forma de renta asegurada con una periodicidad mensual y una duración de 
quince años, y solo para el caso de fallecimiento se pactó que la renta fuera reversible a su esposa, lo que permitía 
concluir que no quiso poner a nadie más como beneficiario. 
 La parte demandada explicó que el 26 de agosto de 2003 se formalizaron dos contratos de seguro 
amparados en las pólizas de seguro de vida colectivo y que el 29 de agosto se remitieron al Sr. Eliseo dos cartas 
informándole de tal formalización y adjuntando los certificados individuales de los seguros de vida concertados con 
Caser. Añadió que el Sr. Eliseo firmó su conformidad al pie de las cartas, en las que se indicaba "conozco y acepto 
que esta elección es inmodificable". También que en las condiciones especiales de la póliza del seguro colectivo de 
vida se estipulaba que "la renta se extingue totalmente cuando, habiendo fallecido el primer beneficiario, también 
fallezca el beneficiario a los efectos de la reversión o por alcanzarse la fecha prevista de vencimiento en el contrato, 
cesando automáticamente toda obligación de pago por parte de Caser". 
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 Alegó que, producida la jubilación, el Sr. Eliseo dejó de ser partícipe de los derechos consolidados en los 
planes y se convirtió en beneficiario y sus derechos fueron transmitidos a Caser en concepto de pago de prima de 
los seguros de vida, de modo que Ibercaja dejó de asumir toda obligación económica respecto del pago de los 
derechos del Sr. Eliseo y tal obligación de pago en forma de renta asegurada recayó en Caser. Razonó que en el 
art. 12 de las especificaciones del boletín de adhesión al plan se prevé que "en caso de prestaciones en forma de 
renta asegurada los beneficiarios en caso de fallecimiento serán los que haya previsto el asegurado al formalizar la 
correspondiente póliza de seguro". 
 Añadió que las demandantes habían reclamado previamente ante la Dirección General de Seguros y que 
esta confirmó la postura de las demandadas en el sentido de considerar que el partícipe fallecido había suscrito dos 
pólizas de seguro para el caso de supervivencia, en las que se estipuló la reversión de la renta únicamente a favor 
de su cónyuge en caso de fallecimiento por lo que, al haber premuerto el cónyuge del asegurado, la renta se 
extinguió en el momento en el que falleció este último. En su contestación, la Dirección General explicó igualmente 
que no hubo enriquecimiento de las demandadas, puesto que la totalidad de los derechos consolidados se utilizaron 
para pagar las primas de las pólizas y las prestaciones recibidas por el asegurado hasta su fallecimiento se 
correspondían con el valor actuarial capitalizado. 
 La parte demandada negó la legitimación activa de las demandantes por considerar que su padre dejó de 
ser partícipe cuando rescató los planes de pensiones al producirse la contingencia de la jubilación, por lo que 
ninguna acción podía ejercerse respecto de los planes; negó igualmente su legitimación respecto del seguro porque 
no habían sido designadas beneficiarias. 
 La parte demandada negó también la legitimación pasiva de Ibercaja Banco, por no ser esta entidad la 
obligada al pago de la renta, ya que había actuado solo como promotora o comercializadora de los planes 
contratados por el Sr. Eliseo. Alegó litisconsorcio pasivo necesario por no haber sido demandada Caser, habida 
cuenta de que el contrato de seguro por el importe total de los derechos consolidados en los dos planes se formalizó 
con esta entidad. 
 4.- La sentencia de primera instancia estimó la demanda y declaró a las demandantes beneficiarias por 
partes iguales de las rentas de los planes de pensiones suscritos por su padre hasta el momento de su vencimiento 
el 1 de julio de 2018, más intereses legales. 
 En síntesis, el Juzgado razonó: i) que las demandantes estaban legitimadas porque lo que se discutía era 
la extinción de los derechos derivados de los planes de pensiones concertados por su padre con las demandadas y 
las demandantes eran herederas tanto de su padre domo de su madre, que había sido designada como beneficiaria; 
ii) al haber premuerto la beneficiaria designada por el Sr. Eliseo, las hijas herederas de ambos tenían la condición 
de beneficiarias aun cuando no se las hubiera designado expresamente; apoyó tal conclusión en las 
especificaciones de los planes de pensiones, en concreto en sus arts. 10 y 12; iii) que el hecho de que las 
prestaciones de los planes se vinieran realizando en forma de renta asegurada era una opción que no podía 
perjudicar al beneficiario fallecido ni a sus herederos, ya que "la intención de los planes" (sic) es que continúen con 
las personas que reúnan los requisitos para ser beneficiarios; iv) que, si bien se le comunicó al Sr. Eliseo la 
celebración de 
 los seguros, no constaba que se le enviara certificación de los mismos como exige el art. 10 de las 
especificaciones de los planes, pues las pólizas de seguro aportadas en la contestación a la demanda no están 
firmadas por el asegurado Sr. Eliseo; v) que no había quedado acreditado que se le hubiera informado o se le 
facilitara poder designar a otros beneficiarios distintos del que figuraba en el plan de pensiones tras el fallecimiento 
de su esposa, a pesar de ser un derecho reconocido en los arts. 10 y 12 de las especificaciones. 
 5.- Las demandadas recurrieron en apelación. 
 Alegaron: i) infracción de la doctrina del Tribunal Supremo, que apoyaron con la cita de la sentencia 
570/2008, de 12 de junio, que consideró que el clausulado del plan de pensiones fue objeto de novación al tiempo 
de jubilarse el partícipe y optar por una renta temporal a extinguir en el momento de su fallecimiento; ii) error en la 
interpretación contractual e inaplicación de la legislación del seguro; razonaron que los contratos celebrados eran 
seguros de vida, regulados por el art. 83 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, que contempla el seguro por el que se 
paga una renta en caso de supervivencia del asegurado; iii) error en la valoración de la prueba, ya que de los 
certificados individuales de las pólizas de seguro resultaba que el Sr. Eliseo tenía derecho a una renta periódica 
sobre dos cabezas (él y su esposa) derivada del contrato de seguro; iv) contravención del criterio de la Dirección 
General de Seguros, que consideró que, premuerta la esposa, la renta quedó extinguida desde el fallecimiento del 
asegurado; v) tanto las demandadas como Caser han cumplido las obligaciones de información previstas en la 
legislación reguladora de seguros y de planes de pensiones porque en los certificados individuales y en las pólizas 
de seguros colectivos figuraban las condiciones y consta la manifestación suscrita por el Sr. Eliseo de que "conozco 
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y acepto que esta elección es inmodificable"; vi) reiteraron la falta de legitimación pasiva de las demandadas puesto 
que, al rescatar el plan, el Sr. Eliseo entregó a Caser los derechos consolidados como prima única para concertar 
los seguros de vida, extinguiendo la relación con las demandadas y dando lugar a una nueva relación del Sr. Eliseo 
con Caser; alegaron que de esta falta de legitimación pasiva resultaba también la falta de legitimación activa de las 
herederas del Sr. Eliseo, pues invocaban un contrato que su causante había extinguido. 
 6.- La Audiencia Provincial estimó el recurso de apelación y revocó la sentencia de primera instancia, 
desestimado la demanda. 
 La sentencia de la Audiencia Provincial rechazó las excepciones de falta de legitimación activa y pasiva 
opuestas por las demandadas: la legitimación activa de las demandantes derivaría de su condición de herederas de 
sus padres fallecidos, en la medida que reclamaban una prestación no satisfecha a aquellos; la legitimación pasiva 
de las demandadas resultaría de su condición de partes del contrato o negocio jurídico de adhesión celebrado con 
el padre de las demandantes y que les obliga a cumplir las prestaciones pactadas. 
 Sin embargo, razonó que las aportaciones a los planes de pensiones se entregaron como prima única en 
sendas pólizas de seguro colectivo de vida temporal, de tal manera que los asegurados y las personas en cuyo favor 
se establecía la reversión tenían garantizada por la entidad Caser la percepción de una renta constante durante un 
máximo de quince años como prestación del seguro de vida suscrito, seguro que se extinguía con el fallecimiento 
del asegurado y su beneficiario. 
 Basó su razonamiento en las siguientes consideraciones: 
 
 i) Las demandantes no tienen en su calidad de herederas legitimación para reclamar el cumplimiento de los 
contratos de seguro celebrados por su padre mediante la adhesión a las pólizas colectivas que establecían 
obligaciones distintas a las previstas en el condicionado de los planes de pensiones. 
 ii) Las demandadas no pueden ser responsables del cumplimiento de unos contratos de seguro en los que 
no son parte. 
 iii) Al parecer, pues las pólizas de seguro colectivo de vida temporal aportada así lo prevén, el cálculo de la 
pensión constante había de fijarse atendiendo a criterios actuariales, de ahí que la identidad de los asegurados y su 
edad no fueran datos irrelevantes y no pudieran las actoras subrogarse en tal contrato de seguro en el que no estaba 
prevista esta posibilidad. 
 iv) Aunque alegan las demandantes que el pago de las rentas constantes lo hacía Ibercaja Banco, lo cierto 
es que en los documentos bancarios aportados solo parece hacerse constar en el apunte bancario "Pensión Plan 
Ibercaja de Pensiones III" y "Pensiones Plan Ibercaja de Pensiones", que era también la denominación de los 
tomadores de los dos seguros de vida suscritos mediante póliza colectiva que afectaban al padre y madre de los 
fallecidos "C.C.P.P. Ibercaja pensiones I" y "C.C.P.P. Ibercaja pensiones III". 
 v) Literalmente la Audiencia concluyó: "En consecuencia, no puede prosperar la acción de los actores frente 
a los que no son partes en el contrato que vincula a su padre con terceros, un contrato de seguro, y no directamente 
un contrato o negocio jurídico con las entidades demandadas". 
 
 La Audiencia finalizó afirmando, en primer lugar: "Dado que se exigía el cumplimiento de un contrato que no 
existía ya entre ambos, en cuanto las aportaciones se convirtieron en prima única de los contratos de seguro 
suscritos, no puede prosperar la demanda y consecuentemente el recurso ha de ser estimado". Y también que: 
"Dado que lo que se ha exigido es el cumplimiento de dos contratos que se alegaban existentes y no la ineficacia 
de unos contratos de los que se afirmaba ignorar su existencia y sobre los que pudieran existir dudas por parte de 
los actores sobre la plenitud de la información precontractual suministrada en el consentimiento prestado por el 
beneficiario de los planes de pensiones, la acción ha de ser íntegramente desestimada". 
 7.- Las demandantes interponen recurso de casación. 
 
 Segundo. Formulación del recurso de casación y oposición de las recurridas. 
 
 1.- El recurso de casación de las demandantes, al amparo del art. 477.2.3.º LEC, se funda formalmente en 
tres motivos que, en realidad, son dos. 
 
 i) En el motivo primero la parte recurrente denuncia infracción del art. 1257CC. Como fundamento del interés 
casacional se citan las sentencias de esta sala de fechas 23 de julio de 1999, 15 de marzo de 1994, 11 de octubre 
de 2005 y 19 de junio de 2006, de las que resulta la doctrina de que no puede afectar lo estipulado en un contrato 
a quien no intervino en su otorgamiento. 
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 En el desarrollo del motivo se razona que la demanda se basaba en la exigencia de cumplimiento de las 
obligaciones de pago derivadas de los planes de pensiones suscritos por el padre de las demandantes con Ibercaja 
y que la sentencia recurrida rechazó esta pretensión con apoyo en unos contratos de seguro que Ibercaja, como 
tomadora, contrató con Caser. Argumenta que los contratos de seguro no vinculaban al padre de las demandantes, 
que no los suscribió, ni se le proporcionaron las condiciones generales ni particulares, sino tan solo una 
comunicación que ni demuestra el conocimiento exacto de las condiciones de la póliza ni permite deducir que en 
caso de premoriencia de la esposa el capital pendiente de rescatar al fallecimiento del Sr. Eliseo pasaría a Ibercaja. 
 ii) En el motivo segundo la parte recurrente denuncia infracción de los arts. 1203 y 1205 CC. Como 
fundamento del interés casacional cita las sentencias de esta sala de fechas 11 de mayo de 1992 y 13 de febrero 
de 2009, relativas a la necesidad de consentimiento expreso del acreedor para que se produzca el cambio de deudor. 
 En el desarrollo del motivo se razona que no hubo novación de lo inicialmente pactado en los planes de 
pensiones porque no hubo consentimiento para ello por parte del Sr. Eliseo, puesto que los contratos de seguro se 
concertaron entre la deudora (Ibercaja e Ibercaja Pensiones) y la aseguradora Caser. 
 iii) Bajo el título de "motivo tercero", sin denunciar infracción de norma jurídica aplicable al caso, la parte 
recurrente solicita la fijación de doctrina legal en materia de percepción de los derechos consolidados por los 
partícipes de planes y fondos de pensiones. En particular, solicita que se establezcan las exigencias mínimas de 
información para evitar que el momento del pago sea utilizado por el deudor para trocar el acto jurídico del pago por 
la celebración de un nuevo contrato, con renuncia de los derechos consolidados. 
 
 2.- Ibercaja Banco se opone al recurso alegando: i) que el recurso modifica sustancialmente la pretensión 
inicial de las demandantes, que en su demanda solicitaron que se reconociera su derecho a ser beneficiarias de los 
planes de pensiones y ahora solicitan que se valore si la documentación entregada cumplía la normativa de 
protección del consumidor; ii) que el recurso modifica la valoración de la prueba llevada a cabo en la instancia; iii) 
que no se infringe el art. 1257 CC porque los planes se extinguieron y en cambio los contratos de seguro por 
adhesión del padre a unas pólizas colectivas estaban vigentes, por lo que sería de aplicación la regulación del 
contrato de seguro; iv) al motivo segundo se opone razonando que no se infringen los arts. 1203 y 1205 CC y que, 
para un supuesto idéntico al presente, la sentencia 570/2008, de 12 de junio, declaró que el plan de pensiones fue 
objeto de una novación cuando se pactó el cobro de una pensión de jubilación mediante una renta temporal de 
cuantía variable; v) al motivo tercero se opone reiterando que los planes de pensiones se extinguieron en el momento 
de la adhesión a los seguros de vida. 
 
 3.- Ibercaja Pensiones, se opone al recurso alegando: i) que no parte de los hechos probados y trata de 
convertir la casación en una tercera instancia, pues la sentencia considera que sí existen los contratos de seguro; 
ii) que no se infringe el art. 1257 CC porque el padre de las demandantes era asegurado de Caser en virtud de su 
adhesión al seguro colectivo de vida, por lo que es aplicable esta regulación; iii) que no se infringen los arts. 1203 y 
1205 CC y, para un supuesto idéntico al presente, así lo consideró la sentencia 570/2008, de 12 de junio; iv) al 
motivo tercero se opone alegando que no se trata de una materia litigiosa en la que deba fijarse doctrina. 
 
 Tercero.- Decisión de la sala. Estimación del recurso de casación. 
 
 1.- Admisión del recurso. Cuestión jurídica. Extinción del plan de pensiones al producirse la contingencia de 
la jubilación y optar el partícipe en el plan y beneficiario del mismo por la modalidad de renta asegurada. Sustitución 
por un seguro de vida mediante adhesión a un seguro colectivo de vida. 
 Los escritos de oposición alegan alguna causa que, de concurrir, sería causa de inadmisión y sobre la que 
nos vamos a pronunciar en primer lugar para rechazarla. 
 En efecto, contra lo que afirma una de las recurridas, no hay en el recurso una modificación de la pretensión 
inicial sostenida en la demanda. En el suplico del recurso se solicita la casación de la sentencia recurrida y la 
confirmación de la de primera instancia, que reconoció el derecho de las demandantes a ser consideradas 
beneficiarias de las rentas correspondientes a los planes de pensiones concertados por su padre, tal y como se 
había suplicado en la demanda rectora del procedimiento, en la que se invocó, junto a otros fundamentos, la 
normativa de protección del consumidor sobre información precontractual y cláusulas abusivas. 
 En los dos primeros motivos del recurso se plantean cuestiones jurídicas acerca del razonamiento en el que 
la sentencia recurrida sustenta la desestimación de la pretensión de las demandantes. Se trata de una cuestión 
propia del recurso de casación puesto que, partiendo de los hechos probados, de lo que se trata es de valorar si la 
opción realizada por el Sr. Eliseo por la modalidad de percepción de la renta, una vez que se hubo jubilado, debe 
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conducir, como considera la sentencia recurrida, a prescindir de toda consideración sobre los planes de pensiones 
concertados. En el recurso, además, se denuncian como infringidos los arts. 1257, 1203 y 1205 CC, normas jurídicas 
que están directamente relacionadas con el razonamiento en el que basa su decisión la Audiencia, que considera 
que la celebración de un contrato de seguro entre Ibercaja y Caser dio lugar a la extinción de la relación que mediaba 
entre el causante de las demandantes e Ibercaja. 
 Procede, en consecuencia, entrar en el fondo de las cuestiones planteadas en el recurso y, por las razones 
que se exponen a continuación, estimarlo. 
 
 2.- Estimación del recurso. Necesidad de información por parte de las entidades promotoras, 
comercializadoras o gestoras sobre los riesgos de la modalidad escogida para el cobro de la prestación por el 
beneficiario del plan una vez producida la contingencia de la jubilación. 
 La sentencia recurrida desestima la demanda porque entiende que no puede prosperar la acción de 
cumplimiento de unos contratos extinguidos, lo que basa en el argumento de que la opción por la modalidad de 
renta asegurada dio lugar a la extinción de los planes de pensiones concertados con las demandadas y a la 
celebración de unos contratos de seguro con un tercero. El razonamiento de la sentencia recurrida, en definitiva, 
parte de la extinción de la relación jurídica entre las demandadas (promotora-comercializadora y gestora-
administradora del fondo) y el partícipe en el plan y causante de las demandantes, una vez que este último optó por 
la "renta garantizada por una entidad aseguradora", única entidad con la que a partir de ese momento habría pasado 
a tener una relación jurídica, la de seguro. 
 Partiendo de los hechos probados, esta sala considera que el razonamiento de la Audiencia no es correcto 
por las consideraciones que se exponen a continuación. 
 
 i) Las especificaciones de los dos planes a los que se adhirió el Sr. Eliseo establecían como "derechos del 
beneficiario": 
 
 "Una vez producida y comunicada la contingencia, el beneficiario del plan deberá recibir información 
apropiada sobre la prestación y sus posibles reversiones, sobre las opciones de cobro correspondientes, en su caso, 
y respecto del grado de garantía o del riesgo de cuenta del beneficiario. En su caso, se le hará entrega al beneficiario 
del certificado de seguro o garantía, emitido por la entidad correspondiente. Dicho certificado deberá informar sobre 
la existencia, en su caso, del derecho de movilización o anticipo de la prestación y los gastos y penalizaciones que 
en tales casos pudieran resultar aplicables" (art. 10 de las especificaciones del Plan Ibercaja Pensiones)". 
 
 Esta especificación coincide con lo dispuesto en el art. 48.5 del Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, 
por el que se aprueba el Reglamento de planes y fondos de pensiones, que desarrolla el Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones. 
 La exposición de motivos del mencionado Real Decreto 304/2004 confirma la trascendencia de los deberes 
de información cuando afirma que, "de la regulación de estos sistemas cabe destacar la potenciación de la 
transparencia y de los derechos y obligaciones de información a los partícipes y beneficiarios, en sintonía con la 
previsión del legislador, y en coherencia también con las previsiones en esta materia de la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de medidas de reforma del sistema financiero". 
 ii) En el caso, producida la contingencia de la jubilación, el Sr. Eliseo suscribió el 26 de mayo de 2003 un 
impreso con el membrete de Ibercaja titulado "solicitud de prestación de plan de pensiones". 
 En virtud de este documento solicitó, en su condición de beneficiario del plan, "una prestación en forma de 
renta asegurada con las siguientes características": en el documento aparecen seleccionadas con un aspa la opción 
de "periodicidad mensual" (frente a la de "periodicidad anual") y la opción "duración en número de años 15" (frente 
a la opción "vitalicia"). 
 En el mismo impreso se hizo constar que: "En el supuesto de fallecimiento la renta será reversible y en los 
porcentajes que se detallan a favor de: D.ª Herminia. Porcentaje sobre el total: 100,00%". Se decía igualmente que: 
"El importe exacto de la renta se me comunicará por la Entidad Gestora una vez que la Entidad Aseguradora 
suministre a esta los datos de la póliza". 
 Se reproduce a continuación, para mayor visibilidad, la solicitud de prestación suscrita. 
 iii) La modalidad de prestación en forma de renta era una de las posibles a las que se hacía referencia en 
las especificaciones de los planes suscritos por el Sr. Eliseo. 
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 El art. 19.2 ("modalidades de pago") de dichas especificaciones, de modo coherente con las posibles 
prestaciones que contempla el art. 10 del Real Decreto 304/2004, se refería a: a) la prestación en forma de capital 
(percepción de pago único); b) la prestación en forma de renta, que a su vez podía concretarse en dos formas 
distintas: i) la renta garantizada por entidad aseguradora (rentas de cuantía constante, con posibilidad de variación 
en progresión aritmética o geométrica, en algunas modalidades reversibles a favor de la persona o personas 
designadas por el beneficiario; para optar a esta modalidad el beneficiario debe destinar un importe mínimo de sus 
derechos consolidados al pago de una prima única; la elección de la compañía de seguros corresponde al promotor 
del plan, que actuará como tomador de la póliza del contrato de seguro de vida colectivo); ii) renta financiera no 
asegurada, en la que el beneficiario establece un importe determinado y la periodicidad de la renta, que se va 
detrayendo de los derechos económicos del beneficiario en el plan hasta su completa extinción, momento en el que 
cesa la obligación de pago por parte del plan, que no asume ningún riesgo actuarial; c) prestaciones mixtas; y d) 
prestaciones distintas a las anteriores en forma de pagos sin periodicidad regular. 
 A continuación, el art. 20 de las especificaciones de los planes Ibercaja, por lo que se refiere al importe de 
las prestaciones, añadía: que en el supuesto de capital, el importe coincide con los derechos económicos 
consolidados en la fecha de pago; en el supuesto de renta garantizada por entidad aseguradora en la cantidad que 
determine la aseguradora de acuerdo con sus tarifas de prima única a los derechos que el partícipe destine al cobro 
de una renta; y, en el supuesto de renta de carácter financiero no asegurada, el importe de la prestación es el elegido 
por el beneficiario, de modo que los derechos económicos se reajustarán en función de las cantidades pagadas por 
esta prestación y los rendimientos imputados a tales derechos. 
 Sin duda, cada una de estas modalidades de cobro presenta ventajas y riesgos, y la valoración de la mejor 
forma de cobrar dependerá en cada caso de las necesidades del beneficiario. Las negativas consecuencias fiscales 
asociadas al cobro del capital de una sola vez pueden verse contrarrestadas por la obtención de una liquidez 
inmediata, en función de los ingresos del beneficiario, e incluso del momento en el que se hayan realizado las 
aportaciones, dadas las modificaciones legislativas que continuamente se suceden en este ámbito. La opción por 
una renta temporal, o vitalicia, de cuantía y duración garantizada, o bien rentas financieras cuya cuantía o duración 
no están garantizadas, sino que dependen de la evolución del valor y rentabilidad del fondo de pensiones, son 
opciones que en cada caso deben ser valoradas en atención a las circunstancias del beneficiario para lo que es 
preciso que cuente, como se dirá más adelante, con un conocimiento de los riesgos asociados a cada modalidad. 
 iv) En contestación a la mencionada solicitud suscrita por el Sr. Eliseo el 26 de mayo de 2003, Ibercaja 
Pensión S.A., la entidad gestora de fondos de pensiones, le remitió dos notificaciones, una para cada plan 
contratado, fechadas a 29 de agosto de 2003. 
 Se reproduce a continuación, para mayor visibilidad, una de las comunicaciones remitidas. 
 En las cartas enviadas por la gestora de los fondos el 29 de agosto de 2003 se comunicaba al Sr. Eliseo la 
formalización de un seguro con Caser por el importe de sus derechos consolidados en cada uno de los dos planes 
de pensiones y se recogían como características del seguro las siguientes: Ibercaja es tomadora del seguro, el Sr. 
Eliseo es el asegurado y el propio "Plan Ibercaja de Pensiones" es el beneficiario. 
 Se especificaba que el pago de la renta sería mensual durante 15 años y se hacía constar la "reversibilidad 
del 100% sobre D.ª Herminia". 
 En estas comunicaciones enviadas por Ibercaja Pensión S.A. al Sr. Eliseo se indicaba que se adjuntaban 
los certificados individuales de adhesión. 
 v) Los certificados individuales emitidos por la aseguradora Caser, y que constan en las actuaciones 
aportados por las demandadas, no están suscritos por el Sr. Eliseo. 
 Estos certificados individuales reproducen las características resumidas en la comunicación enviada por 
Ibercaja Pensión en el sentido de que Ibercaja es tomador del seguro, el Sr. Eliseo es el asegurado y el Plan de 
Pensiones es el beneficiario. 
 En los certificados, además, se concreta como fecha de efecto del seguro el 1 de julio de 2003 y fecha de 
vencimiento el 1 de julio de 2018. En los certificados, dentro de un recuadro precedido del título "prestaciones 
garantizadas" se indica expresamente que las cantidades de 199,06 y 38,89 euros (para cada uno de los planes 
contratados) lo serán "mientras el asegurado viva y como máximo hasta la fecha de vencimiento indicado". 
 Se reproduce a continuación, para mayor visibilidad, uno de los certificados individuales. 
 vi) Esta sala considera que de la documentación suscrita por el Sr. Eliseo no resulta por sí sola una 
información "adecuada" (en expresión del art. 48.5 del Real Decreto 304/2004 y del art. 10 de las especificaciones 
de los planes contratados) sobre las características de las opciones de cobro del plan, sin que las demandadas 
hayan intentado justificar de otro modo que informaran y explicaran al Sr. Eliseo sobre el riesgo de la modalidad por 
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la que optó. En particular, en la documentación suscrita por el Sr. Eliseo no consta de manera expresa que el 
derecho a cobrar la renta garantizada se extinguiera si fallecían él y su esposa. 
 De una parte, en la solicitud de prestación firmada por el Sr. Eliseo el 26 de mayo de 2003 solo se hace 
referencia a la duración de 15 años del derecho de cobro de la pensión y a la reversión en caso de fallecimiento a 
favor de su esposa. De otra parte, en las especificaciones de los planes contratados por el Sr. Eliseo se contempla 
el régimen de la "Designación de beneficiarios para la contingencia de fallecimiento" en el art. 12. En los ocho 
primeros párrafos de este artículo se establecen detalladamente las consecuencias del fallecimiento del partícipe, 
con referencia expresa a un orden de prelación a falta de designación que incluye sucesivamente al cónyuge, hijos 
y padres, a los herederos testamentarios y legales del partícipe. A continuación, en el párrafo noveno del mismo 
artículo, sin solución de continuidad, se dice que "en el caso de prestaciones en forma de renta asegurada, los 
beneficiarios en caso de fallecimiento serán los que haya previsto el asegurado al formalizar la correspondiente 
póliza de seguro". 
 Es decir, las especificaciones del plan contemplan bajo el título común de "contingencia de fallecimiento", 
sin la debida distinción, dos posibilidades distintas, en función del momento en que se produce el fallecimiento: i) 
que haya beneficiarios cuando fallece el partícipe (antes de producirse la contingencia), y ii) que haya beneficiarios 
cuando fallece el beneficiario (esto último, por tanto, se sobreentiende, una vez producida la contingencia de la 
jubilación y, además, para el caso de que se haya optado por una de las modalidades de cobro, la de renta 
asegurada). 
 Esta sala considera que no es razonable esperar que una persona que no sea experta en planes de 
pensiones deba deducir por sí misma, a partir de la información suministrada, las consecuencias del fallecimiento 
del beneficiario antes del plazo de 15 años previsto contractualmente para la denominada "renta asegurada". En 
particular, puesto que en un caso extremo esa sería la consecuencia, es preciso que se le advierta por parte de la 
comercializadora y la gestora que, si al día siguiente de optar por la modalidad de cobro de renta asegurada durante 
quince años, fallecen en un accidente el beneficiario y la persona -en el caso, su cónyuge- a favor de quien se ha 
establecido la reversión, se extingue el derecho al cobro de la renta, es decir, la prestación propia del plan. 
 Puesto que los planes de pensiones son productos que se comercializan como una forma de ahorro, para 
un consumidor medio sin conocimientos específicos sobre planes de pensiones -como debemos considerar al Sr. 
Eliseo, puesto que no se ha dicho otra cosa-, la intervención de una aseguradora y la misma expresión "renta 
asegurada" evocan la garantía proporcionada por la promotora y la gestora del plan de que la renta se va a cobrar 
durante el plazo de quince años. Sin una explicación e información adecuada no es fácil deducir que se va a 
concertar un seguro de vida de modo que se requiere la supervivencia del asegurado durante el plazo de quince 
años para que no se extinga el derecho al cobro de la renta. 
 También induce a confusión la mención al "Plan Ibercaja de pensiones" como "beneficiario", tanto en el 
escrito de solicitud de prestación suscrito por el Sr. Eliseo como en la comunicación que le dirige a él la gestora del 
fondo de pensiones. La terminología utilizada se aleja de la propia del seguro de vida, en donde "beneficiario" es la 
persona que va a recibir el capital. Resulta además poco coherente con la posterior mención que en dichos 
documentos se hace a la persona a cuyo favor se establece la "reversibilidad". 
 La referencia en el documento de solicitud de la prestación suscrito por el partícipe ("beneficiario", en la 
terminología del propio plan, una vez producida la contingencia) a que será la aseguradora la que comunique el 
importe exacto de la renta tampoco permite deducir a quien no es experto en planes de pensiones que esa cantidad 
se fijará con cálculos actuariales, de modo que la cantidad que se cobrará estará en función no solo del capital 
ahorrado y el plazo para el que se establece la renta, sino también en función de la edad del beneficiario y de su 
cónyuge. Frente a estas técnicas actuariales, a las que el consumidor medio es ajeno, se impone la literalidad del 
impreso suscrito en el que se dice que va a recibir como prestación una renta asegurada durante quince años, lo 
que enlaza con naturalidad con la comercialización de los planes como productos de ahorro. 
 La mención a que los derechos al cobro se reconocen mientras el asegurado viva aparece expresamente 
por primera vez en la póliza individual (no firmada por el Sr. Eliseo) que, según refiere la comunicación enviada por 
la gestora del plan, se envía una vez que el partícipe, producida ya la jubilación, ha optado por la modalidad de 
cobro de la renta. Esta póliza reproduce en este punto una de las condiciones de la póliza de seguros de vida 
concertado por Ibercaja, como promotor del plan, y Caser, como aseguradora. 
 Cierto que en la comunicación que envía la gestora del plan, fechada a 29 de agosto y que el Sr. Eliseo 
devuelve firmada, en la parte inferior, a la altura de las firmas recogen la manifestación de que "conozco y acepto 
que esta elección es inmodificable". Sin embargo, no es correcto presumir que un consumidor sin conocimientos 
específicos sobre planes de pensiones pueda deducir que ese conocimiento y aceptación se refiere, no a la 
modalidad de pago, que fue el objeto principal de su solicitud, sino a la reversibilidad a favor de su esposa, que 
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figura cuatro líneas más arriba de la firma. Tampoco que eso significa, en conexión con lo dispuesto en un certificado 
de seguro que no ha firmado y que se corresponde con una póliza que no ha contratado, que si fallecen ambos 
antes del plazo de quince años el derecho al cobro de la pensión se extingue. 
 vii) Así las cosas, sin una información adecuada, que de la propia documentación aportada no resulta -y que 
las demandadas no han acreditado-, la firma de "conformidad" del Sr. Eliseo a la comunicación enviada por la 
gestora del plan de pensiones no puede ser valorada como expresión de su consentimiento para la adhesión al 
seguro colectivo concertado por la promotora ni por tanto es eficaz para modificar las condiciones de la opción 
realizada por una renta garantizada durante quince años. 
 En consecuencia, no puede concluirse que se extinguiera la relación derivada del plan ni que quedara 
sustituida por el seguro concertado con Caser. Por lo dicho, no hubo extinción de las obligaciones asumidas por la 
comercializadora y la gestora del plan de pensiones ni las mismas podían exonerarse de su cumplimiento mediante 
la invocación del contrato de seguro que ellas habían concertado con un tercero. Al no entenderlo así la sentencia 
recurrida infringe los arts. 1203, 1205 CC y 1257 CC y la jurisprudencia citada por el recurrente que, de una parte, 
exige el consentimiento del acreedor para la novación de un negocio jurídico y, de otra, excluye que los contratos 
produzcan efecto respecto de terceros. 
 viii) Por último, puesto que las recurridas invocan en apoyo de la interpretación realizada por la Audiencia 
una sentencia de esta sala que consideró que el clausulado del plan de pensiones fue novado por un seguro en el 
momento en el que se produjo la contingencia de la jubilación, conviene señalar las diferencias entre esa sentencia 
y el presente caso. 
 
 En el supuesto de la sentencia 570/2008, de 12 de junio, citada por las recurridas, por contraste con lo que 
sucede ahora, la demanda se interpuso por el heredero del partícipe y beneficiario contra la aseguradora con la que 
la promotora del plan había suscrito el seguro colectivo de vida, y fueron hechos probados en la instancia que el 
beneficiario optó al jubilarse por una modalidad de renta vitalicia de cuantía variable pagadera hasta una fecha 
"siempre y cuando permanezca con vida el asegurado", tal y como constaba de manera expresa en el certificado 
que sí fue suscrito por el beneficiario. En esa ocasión la sentencia, teniendo en cuenta la formación del beneficiario 
y que contó con un previo asesoramiento en materia fiscal, entendió que no cabía duda de la validez de la novación, 
en atención a su capacidad de entender y querer a efectos de ligarse contractualmente. 
 
 3.- Asunción de la instancia, desestimación del recurso de apelación y confirmación del fallo de la sentencia 
del Juzgado, estimatorio de la demanda. 
 La estimación del recurso de casación determina que asumamos la instancia y desestimemos el recurso de 
apelación interpuesto por las demandadas y, por las razones expuestas, estimemos la demanda. 
 Habida cuenta de la naturaleza de la modalidad de cobro de las prestaciones del plan en la forma de renta 
asegurada, la entidad debió informar de manera expresa y con claridad del riesgo que entraña en caso de 
fallecimiento del beneficiario y la persona a favor de la que se ha establecido la reversibilidad de los derechos antes 
de que transcurriera el plazo de tiempo de duración previsto. 
 Por las razones antedichas, no consta que el Sr. Eliseo fuera informado expresamente de las consecuencias 
patrimoniales de la opción de cobro de las prestaciones del plan en la modalidad de renta asegurada. En 
consecuencia, no puede entenderse que la firma de la notificación remitida por la entidad gestora tuviera la 
virtualidad de extinguir los derechos derivados del plan y procede entender que, de acuerdo con la información 
suministrada en las especificaciones del plan y en la solicitud suscrita por el Sr. Eliseo en el momento de la jubilación, 
el derecho a cobrar la renta mensual duraba quince años y, en consecuencia, se extinguía el 1 de julio de 2018, 
pasando a sus herederas el derecho a cobrar las cantidades devengadas tras el fallecimiento del Sr. Eliseo. 
 
 Cuarto.- Costas y depósito. 
 
 Conforme al art. 398.2 LEC la estimación del recurso de casación determina que no proceda imponer 
especialmente a ninguna de las partes las costas causadas por el mismo. 
 De conformidad con el art. 398.1 LEC en relación con su art. 394 procede imponer las costas de la segunda 
instancia a la parte demandada, dado que su recurso de apelación tenía que haber sido desestimado. La estimación 
de la demanda determina que se impongan a las demandadas también las costas de la primera instancia. 
 
 Conforme a la disp. adicional 15.ª 8 LOPJ, procede devolver a la parte recurrente el depósito constituido. 
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FALLO 
 
 Por todo lo expuesto,  
 

EN NOMBRE DEL REY 
 
 y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta sala ha decidido 
 
 1.º- Estimar el recurso de casación interpuesto por D.ª Milagros, D.ª Mónica y D.ª Noelia contra la sentencia 
dictada con fecha 21 de septiembre de 2015 por la Audiencia Provincial de Zaragoza, Sección Quinta, en el recurso 
de apelación n.º 81/2015, dimanante del juicio ordinario n.º 1021/2013 del Juzgado de Primera Instancia n.º 7 de 
Zaragoza. 
 2.º- Casar la sentencia recurrida, dejándola sin efecto. 
 3.º- En su lugar, desestimar el recurso de apelación interpuesto en su día por Ibercaja Banco S.A. y Gestora 
de Planes y Fondos de Pensiones Ibercaja Pensión S.A. contra la sentencia de 29 de diciembre de 2014 del Juzgado 
de Primera Instancia n.º 7 de Zaragoza, cuyo fallo estimatorio de la demanda se confirma. 
 4.º- No imponer a ninguna de las partes las costas del recurso de casación e imponer a las demandadas las 
costas de las dos instancias. 
 5.º- Devolver a la parte recurrente el depósito constituido para la interposición del recurso de casación. 
 
 Líbrese a la mencionada Audiencia la certificación correspondiente con devolución de los autos y rollo de 
apelación. 
 Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa. 
 Así se acuerda y firma. 

El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ). La Editorial CEF, respetando lo anterior, introduce sus propios marcadores, 
traza vínculos a otros documentos y hace agregaciones análogas percibiéndose con claridad que estos elementos 
no forman parte de la información original remitida por el CENDOJ. 
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